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Especialmente, hemos detectado 
una situación recurrente cuando 
se trata de personas menores 
discapacitadas que disfrutan de 
escolarización y de residencia 
escolar y que tienen reconocida 
al propio tiempo su situación 
de dependencia y asignado 
un recurso compatible con el 
educativo residencial, cuando 

alcanzan la edad que obliga a solicitar la revisión del Programa Individual de 
Atención (PIA), para que la persona dependiente pueda continuar beneficiándose 
del recurso residencial por esta vía, en vez de por la escolar (queja 15/2896 y 
queja 15/766)

Es importante destacar que los padres y madres de estas personas, -que hasta 
el momento de llegar a esta tesitura perciben usualmente la prestación econó-
mica para cuidados en el entorno familiar que a aquéllas corresponde como 
dependientes-, buscando el mayor bienestar de sus hijos, interesan una revi-
sión del PIA que aunque suponga renunciar a la citada suma mensual, asegure 
su permanencia y continuidad en el centro en el que viven desde sus primeros 
años de edad, optando por la plaza residencial. Y ello, como manifiestan, con 
la intención de preservar inalterado el entorno ordinario de sus hijos e hijas y 
los beneficios alcanzados en un centro en el que se encuentran integrados y 
plenamente adaptados.

Por lo cual, consideramos necesario que la revisión del PIA de menores con 
residencia escolar, que deseen seguir beneficiándose de un recurso residencial 
adecuado, en el tránsito a la mayoría de edad, se realice de forma que el cambio 
de Administración a cargo de la cual se asigna el recurso, se lleve a efecto sin 
afectar a la persona dependiente.

3.1.2.8. Maltrato Infantil

Uno de nuestras preocupaciones principales en todo caso de malos tratos a 
menores es que se preste la asistencia especializada que requiere la doble 
condición de víctima y persona menor de edad. 

Como ejemplo traemos a colación la reclamación de una mujer que mostra-
ba su preocupación ante la inminente salida del padre de su hija de prisión, 

Hemos detectado insuficiencia de plazas 
concertadas en centros residenciales 
destinados a menores dependientes con 
necesidades específicas o con un perfil 
determinado, (gravemente afectados, 
autistas, discapacitados intelectuales o 
personas con parálisis cerebral).
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solicitando nuestra intervención para que le asignaran con urgencia abogado 
de oficio con que plantear una demanda al juzgado para que se modificara el 
régimen de visitas a la menor, así como para defender sus derechos en otro 

procedimiento penal instado por 
el uso no consentido de su imagen 
en vídeos de contenido sexual.

Al respecto quisimos comprobar 
si efectivamente se le había dene-
gado el beneficio de justicia gratui-
ta, tanto para ejercer la acusación 
particular en el procedimiento por 

el delito presuntamente cometido por su cuñado (uso no consentido de la ima-
gen), como también en el procedimiento civil de modificación de las medidas 
reguladoras del divorcio en lo referente al régimen de guarda y custodia y visitas 
asignadas al progenitor no custodio. A la interesada le pedimos que nos indica-
ra si había presentado algún recurso contra dicha resolución denegatoria y la 
respuesta que hubiera recibido de la Administración competente. En respuesta 
a nuestra petición nos indicó que ese asunto ya había quedado solventado, al 
haberle sido asignado abogado defensor para el procedimiento de modificación 
de las medidas reguladoras del régimen de guarda y custodia, y relaciones del 
progenitor no custodio con la menor, y que dicho abogado se encontraba en 
esos momentos estudiando el caso para decidir la línea de defensa más con-
veniente para la menor, sin descartar la opción de solicitar al juzgado que las 
posibles visitas del padre a su hija se realizasen de forma supervisada en un 
punto de encuentro familiar.

En lo referente al procedimiento penal instado por los vídeos de contenido 
sexual en los que aparece su hija, la acusación la venía ejerciendo la Fiscalía, y en 
esos momentos el procedimiento se encontraba en una fase muy avanzada, sin 
que fuese viable ejercer la acusación particular personándose con un abogado 
que la representase.

A pesar de mostrarnos su disconformidad con el modo de proceder del 
número de guardia civil encargado de notificarle la salida del padre de su hija de 
prisión, en su escrito de queja también se congratulaba del apoyo psicológico y 
asesoramiento jurídico recibido de distintas asociaciones que la apoyaron. 

Por nuestra parte, tras constatar que el asunto se encontraba en vías de 
solución, dimos por concluida nuestra intervención en el expediente, no sin 

Uno de nuestras preocupaciones 
principales en todo caso de malos 
tratos a menores es que se preste la 
asistencia especializada que requiere la 
doble condición de víctima y persona 
menor de edad. 
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antes informarle de las prestaciones de las que se podría beneficiar siendo 
atendida por el Servicio de Asistencia a Víctimas en Andalucía (SAVA) (queja 
15/1273).

Uno de los inconvenientes de todo procedimiento administrativo o judicial 
en que se dilucide un posible caso de malos tratos a menores es evitar la 
multiexploración, o la repetición de tomas de declaraciones del menor, 
rememorando los hechos acaecidos. 

Para evitar esta situación tra-
mitamos la queja remitida 
desde el Ararteko. Se trataba 
de una persona residente en 
Euskadi, a donde trasladó su 
residencia procedente de An-
dalucía. Esta persona se mos-
traba disconforme con una 
citación que había recibido 

para que su hijo prestase declaración ante la Audiencia Provincial de San Se-
bastián, todo ello en relación con un procedimiento penal por abusos sexuales 
de los que había sido víctima en Cádiz y que se tramitaba por la Audiencia Pro-
vincial de Cádiz. La madre invocaba los derechos de su hijo y solicitaba que se 
hiciese lo posible para evitar los daños inherentes a la rememoración reiterada 
de dichas vivencias por el menor, al constar en el expediente declaraciones an-
teriores realizadas por su hijo, así como estudios realizados por profesionales 
designados por la Administración (queja 15/2070).

Dejando a un lado estas cuestiones, lo común es que en materia de malos tratos 
recibamos denuncias concretas alusivas a algún menor que requeriría de la 
intervención protectora de la Administración. 

A título de ejemplo citamos la queja 15/1420 en la que el interesado se lamentaba 
del maltrato del que era víctima su nieto por parte de la madre. Consideraba 
que los hechos eran aberrantes y nos cuestionaba si podría hacer algo más de 
lo que lo que hasta el momento había hecho, que era denunciar el maltrato 
al menor ante el juzgado, encontrándose en trámite las correspondientes 
diligencias previas.

También una denuncia anónima sobre que un menor pudiera encontrarse en 
situación de riesgo, sugiriendo que pudiera ser víctima de malos tratos por 

Uno de los inconvenientes de todo 
procedimiento administrativo o judicial 
en que se dilucide un posible caso de 
malos tratos a menores es evitar la 
multiexploración, o la repetición de tomas 
de declaraciones del menor, rememorando 
los hechos acaecidos. 
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parte de las personas que lo tenían a su cuidado. Tras incoar el expediente, 
solicitamos la colaboración del Ayuntamiento afectado, pudiendo corroborar 
que se encontraba en curso su intervención, a los efectos de recabar información 
sobre la veracidad o no de los hechos expuestos en la denuncia, a resultas de lo 
cual se actuaría conforme a las competencias y los protocolos de coordinación 
actualmente existentes con otras Administraciones (queja 15/2511).

Lamentablemente, sin embargo, no siempre resulta posible nuestra intervención 
en defensa de los derechos de los menores ante estas situaciones. Y ello 
porque dicha intervención se ve absolutamente truncada ante el anonimato 
de la denuncia que se nos hace llegar y por la parquedad de datos que se nos 
facilitan que hace inviable una mínima actuación investigadora.

Por otro lado, toda denuncia de malos tratos a menores lleva aparejada la 
correspondiente investigación. De detectarse indicios con cierta entidad lo 
usual es que se produzca la intervención del Ente Público de Protección de 
Menores adoptando alguna medida que afecte al régimen de guarda y custodia 
del menor. Y es precisamente en este punto donde algunas personas afectadas 
se dirigen en queja ante el Defensor manifestando su disconformidad por dicha 
decisión. 

Así ocurrió con la madre de una recién nacida ante la intervención de la Unidad 
de Trabajo Social del Hospital Virgen Macarena, de Sevilla. Nos decía que los 
servicios sociales del hospital habían emitido un informe en el que la acusaban 
de maltrato prenatal, sin que para emitir dicho informe dispusieran de datos 
concluyentes. También se quejaba de la difusión de dicho informe a otras 
Administraciones en perjuicio de su intimidad, honor e imagen personal.

La Unidad de Trabajo Social del Hospital justificó que su actuación vino motivada 
por la derivación del caso por los facultativos que venían atendiendo a la madre, 
por considerar que se trataba de un caso de embarazo no convenientemente 
controlado, constando así en la historia clínica, y siendo éste uno de los 
indicadores de maltrato prenatal incluidos en el Sistema de Información sobre 
Maltrato Infantil en Andalucía. Es por ello que, en base a los datos obtenidos de 
diferentes servicios sanitarios que pudieran haber tenido relación con el caso, 
también por las entrevistas mantenidas con sus familiares y con la madre, se 
actuó conforme al protocolo establecido en dicho Sistema, cumplimentando la 
correspondiente ficha de Información para su remisión al Servicio de Protección 
de Menores. Al considerarse el caso de riesgo grave para el menor, en protección 
de sus derechos y supremo interés, se coordinó también la intervención de 
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los servicios sociales comunitarios y equipo básico de atención primaria (queja 
14/4065).

3.1.2.9. Menores en el Sistema de Protección

Hace unos años se inició un proceso consensuado entre las distintas fuerzas 
políticas para modificar el sistema de protección de las personas menores de edad. 
Este importante proyecto ha visto la luz finalmente en 2015 con la aprobación de 

la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de 
julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la 
adolescencia, y de la Ley 26/2015, 
de 28 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia 
y a la adolescencia.

Ambas normas realizan una pro-
funda reforma de dicho sistema y 

afecta a una veintena de leyes más en todo aquello que se refiere a asuntos de 
menores, entre ellas la Ley de Enjuiciamiento Civil, la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial, La Ley de los derechos y libertades de los extranjeros en España, o la Ley 
Orgánica contra la violencia de género. 

Estos sustanciales cambios se han extendido a uno de los pilares angulares 
del sistema de protección a la infancia: el interés superior del menor. Un 
concepto jurídico indeterminado que ha sido objeto de debate y de distintas 
interpretaciones con el objetivo último de asegurar el completo y efectivo 
ejercicio de todos los derechos y el desarrollo integral del niño o niña.

La nueva Ley define el interés superior del menor con un triple contenido. 
El primero de ellos como derecho a que cuando se adopte una medida que 
concierne al niño o niña sus intereses hayan sido evaluados y, en el caso de 
que existan intereses de otras personas, se hayan ponderado ambos a la 
hora de adoptar una solución. También como principio general de carácter 
interpretativo, de manera que ante posibles interpretaciones, se elegirá 
siempre la que corresponda a los intereses del niño. Y finalmente como norma 
de procedimiento con todas las garantías, para que en caso de que dicho 
procedimiento vulnere el derecho, se pueda solicitar el amparo de los tribunales 
de justicia.

Hace unos años se inició un proceso 
consensuado para modificar el sistema 
de protección de las personas menores 
de edad, que ha visto la luz finalmente 
en 2015 con la aprobación de la Ley 
Orgánica 8/2015, de 22 de julio, y de la 
Ley 26/2015, de 28 de julio.




